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Resumen de los hechos 

Martha Álvarez estuvo privada de la libertad desde el 12 de marzo de 1994, primero en 
detención preventiva y luego como condenada. Hasta que recobró la libertad, se le negó de 
forma reiterada la autorización para la visita íntima, primero dilatando las peticiones que ella 
elevó en múltiples ocasiones y luego, alegando que causaría indisciplina, molestias a otras 
reclusas, que no existían precedentes ni normas al respecto. 
 
Con el apoyo de la Defensoría del Pueblo interpuso tutela, con lo cual logró que contestaran 
su solicitud de forma negativa y luego un Juez conceptuó que no se le vulneraba su derecho a 
la igualdad ya que la limitación a sus derechos estaba sustentada en mantener la disciplina del 
establecimiento carcelario. 
 
Además, en medio de sus peticiones y los trámites correspondientes fue trasladada en 
múltiples ocasiones de establecimiento carcelario como castigo y forma de afectar las 
relaciones de pareja que tuvo con su pareja inicial y luego con algunas internas. 

Principales elementos jurídicos 

“Cuando las distinciones se encuentran basadas en estas categorías, existe un consenso en el 
sentido de que el análisis que se utiliza para medir la razonabilidad de la diferencia de trato 
es especialmente estricto. Esto se debe a que por su naturaleza, dichas categorías son 
consideradas “sospechosas” y por lo tanto se presume que la distinción es incompatible con 
la Convención Americana. En tal sentido, sólo pueden invocarse como justificación 
“razones de mucho peso” que deben ser analizadas de manera pormenorizada. Este análisis 
estricto es precisamente la garantía de que la distinción no se encuentra basada en los 
prejuicios y/o estereotipos que habitualmente rodean las categorías sospechosas de 
distinción”. (párr. 163) 

 

“En el presente caso, la presunta víctima es mujer, lesbiana y privada de libertad. En este 
sentido, la Comisión reitera que, cuando ciertos grupos de mujeres son discriminadas con 
base en “más de un factor”, pueden verse expuestas a un mayor riesgo de violación de sus 
derechos humanos, lo que exige de parte del Estado medidas especiales que ofrezcan una 
protección reforzada. Este principio de “protección reforzada” se encuentra consagrado en 
distintos instrumentos internacionales destinados a combatir la violencia y todas las formas 
de discriminación contra la mujer. Dicha protección especial exige de los Estados 
obligaciones positivas para asegurar la eliminación de cualquier práctica o disposición 
discriminatoria contra las mujeres” (párr. 165). 

 

“La CIDH observa que en el presente caso, luego de que el fiscal hubiera remitido su 
autorización, aunque ya había sido autorizada la visita íntima por parte de la fiscalía en dos 
oportunidades, el Director de la Reclusión de Pereira calificó dicha solicitud y la visita íntima 



entre dos mujeres como una situación “anómala”, “bochornosa”, “denigrante” y “obscena”. 
La CIDH desea resaltar que las autoridades penitenciarias operaron con base en sus propios 
prejuicios discriminatorios para obstaculizar, primero, y negar después, el derecho a la visita 
íntima de Marta Álvarez, porque era lesbiana. Asimismo, se observa que el lenguaje utilizado 
por las autoridades penitenciarias para obstaculizar el ejercicio de este derecho denota un 
contexto de discriminación que existía a nivel institucional en relación con las mujeres 
lesbianas por su orientación sexual y, especialmente, respecto de la expresión de esa 
orientación sexual” (párr. 178). 

 

“Al respecto, la Comisión destaca que la orientación sexual de una persona constituye un 
componente fundamental de la vida privada de una persona, el cual debe estar libre de 
injerencias arbitrarias y abusivas por el ejercicio del poder público. En este sentido, el respeto 
por la orientación sexual de una persona conlleva necesariamente el respeto al derecho de 
expresar libremente dicha orientación sexual, como parte del libre desarrollo de la 
personalidad, necesario en el proyecto de vida de una persona. De igual manera, las 
circunstancias que interfieren en la posibilidad de una mujer de decidir asuntos relativos al 
ejercicio de su sexualidad, deben estar libres de conceptos estereotipados sobre el alcance y 
contenido de este aspecto de su vida privada, especialmente cuando se combinan con la 
consideración de su orientación sexual” (párr. 186). 

 

“la protección especial que debe brindar el Estado a aquellas personas bajo su custodia que 
puedan verse expuestas a una situación particular de vulnerabilidad, por pertenecer a grupos 
que históricamente han sido sometidos a discriminación, como por ejemplo las mujeres y las 
personas lesbianas, gais, bisexuales, trans e intersex (LGBTI). En ese sentido, la especial 
situación de garante que asume el Estado frente las personas priva- das de libertad, exige 
crear las condiciones necesarias para superar cualquiera obstáculo que generalmente, 
impiden el acceso a ciertos derechos producto del contexto de discriminación al que se ven 
expuestas, sobre todo teniendo particularmente en cuenta que bajo estas circunstancias, es 
el Estado el que tiene la obligación de garantizar un control efectivo sobre la forma como se 
desenvuelve la vida de las personas en un centro penitenciario” (párr. 198). 

 

“La Comisión observa pues con preocupación que los prejuicios y las visiones estereotipadas 
contra las personas homosexuales no sólo legitimaron la actuación prejuiciosa y 
particularmente discriminatoria de las autoridades penitenciarias en perjuicio de Marta 
Álvarez, sino que, como se explicara anteriormente, fueron subsiguientemente corroboradas 
por el poder judicial, lo cual contribuyó a promover y perpetuar dichos prejuicios. De ello 
se desprende que, en el presente caso, el Poder Judicial colombiano no adoptó decisiones 
basadas exclusivamente en el ordenamiento jurídico vigente en ese momento, sino que 
realizó bajo una ponderación ilegítima sobre la trascendencia de los prejuicios 
discriminatorios y los supuestos niveles de tolerancia en la sociedad sobre cierto tipo de 
conductas” (párr. 213). 

Observaciones Posterior al informe se logró una conciliación entre los peticionarios y el 
Estado para el cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH en 
reparación de la víctima. 

Referencia 
bibliográfica 

CIDH. Informe de Fondo, N˚ 128/18, Marta Álvarez (Colombia), 5 de 
octubre de 2018. 

 



 


